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Por medio de la cual se modifica la Ley 75 de 1968.

Resumen de Notas de Vigencia

NOTAS DE VIGENCIA:

- Modificada por la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se expide el Código General del
Proceso y se dictan otras disposiciones' publicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 12 de
julio de 2012. Consultar los artículos 626 y 627 sobre las fechas y reglas de entrada en
vigencia.

- Modificado por la Ley 1395 de 2010, publicada en el Diario Oficial No. 47.768 de 12 de
julio de 2010, 'Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión judicial'

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. El artículo 7o. de la Ley 75 de 1968, quedará así:

Artículo 7o. En todos los procesos para establecer paternidad o maternidad, el juez, de oficio,
ordenará la práctica de los exámenes que científicamente determinen índice de probabilidad
superior al 99.9%.

PARÁGRAFO 1o. Los laboratorios legalmente autorizados para la práctica de estos esperticios
deberán estar certificados por autoridad competente y de conformidad con los estándares
internacionales.

PARÁGRAFO 2o. Mientras los desarrollos científicos no ofrezcan mejores posibilidades, se
utilizará la técnica del DNA con el uso de los marcadores genéticos necesarios para alcanzar el
porcentaje de certeza de que trata el presente artículo.

PARÁGRAFO 3o. El informe que se presente al juez deberá contener como mínimo, la siguiente
información:

a) Nombre e identificación completa de quienes fueron objeto de la prueba;

b) Valores individuales y acumulados del índice de paternidad o maternidad y probabilidad;

c) Breve descripción de la técnica y el procedimiento utilizado para rendir el dictamen;

d) Frecuencias poblacionales utilizadas;

e) Descripción del control de calidad del laboratorio.

ARTÍCULO 2o. En los casos de presunto padre o presunta madre o hijo fallecidos, ausentes o
desaparecidos la persona jurídica o natural autorizada para realizar una prueba con marcadores



genéticos de ADN para establecer la paternidad o maternidad utilizará los procedimientos que le
permitan alcanzar una probabilidad de parentesco superior al 99.99% o demostrar la exclusión de
la paternidad o maternidad.

En aquellos casos en donde no se alcancen estos valores, la persona natural o jurídica que realice
la prueba deberá notificarle al solicitante que los resultados no son concluyentes.

PARÁGRAFO. En los casos en que se decrete la exhumación de un cadáver, esta será autorizada
por el juez del conocimiento, y la exhumación correrá a cargo de los organismos oficiales
correspondientes independientemente de la persona jurídica o de la persona natural que vaya a
realizar la prueba.

<Aparte tachado INEXEQUIBLE> En el proceso de exhumación deberá estar presente el juez de
conocimiento o su representante. El laboratorio encargado de realizar la prueba ya sea público o
privado designará a un técnico que se encargará de seleccionar y tomar adecuadamente las
muestras necesarias para la realización de la prueba, preservando en todo caso la cadena de
custodia de los elementos que se le entregan.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-860-08 de 3 de septiembre de 2008, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

ARTÍCULO 3o. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Sólo en aquellos casos en
que es absolutamente imposible disponer de la información de la prueba de ADN, se recurrirá a
las pruebas testimoniales, documentales y demás medios probatorios para emitir el fallo
correspondiente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, en los términos expuestos en el numeral 5 de la parte
motiva de la sentencia, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-476-05 de 10 de
mayo de 2005, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

De todo lo espuesto en el numeral 5 del Fallo, extrae el editor el siguiente aparte:

'5.3. En ese orden de ideas, ha de entenderse que el artículo 3º de la Ley 721 de 2001 no
puede ser interpretado como si en él se instituyera una prueba única para decidir los procesos
de investigación de la paternidad o la maternidad, consistente en la obtención de la
“información de la prueba de ADN” con la cual habría que proferir el fallo correspondiente,
salvo en aquellos casos en que dicha prueba no hubiere sido posible incorporarla al proceso,
hipótesis en la cual, por excepción, podría recurrirse “a las pruebas testimoniales,
documentales y demás medios probatorios para emitir el fallo correspondiente” en los
procesos de filiación.  Tal interpretación no guardaría la debida armonía con el artículo 1º,
inciso 1º y su parágrafo 2º, pues en el primero se reconoce que las pruebas científicas deben
decretarse de oficio cuando “determinen índice de probabilidad superior al 99.9%” en
relación con la paternidad o maternidad que se investiga, al paso que en parágrafo 2º citado



se indica cuál es la técnica que debe utilizarse en esos exámenes científicos mientras no
existan otros que “ofrezcan mejores posibilidades” para alcanzar “el porcentaje de certeza” a
que se refiere la norma en cuestión. De esta suerte conforme al propio texto de la ley, el
Estado reconoce que la “información de la prueba de ADN” no es completa, absoluta, con
ella no se alcanza a plenitud la certeza, sino tan solo un “porcentaje” de ella.  Y, entonces, si
ello es así, el texto del artículo 3º de la Ley 721 de 2001 no impide que en el estado actual de
la ciencia, además de las pruebas científicas sobre el ADN pueda recurrirse tanto a las
pruebas testimoniales, como a las documentales y a otros medios de prueba, pues la
“información de la prueba de ADN” no arroja certeza absoluta sino tan solo una altísima
probabilidad de paternidad o maternidad.  Ello significa, entonces, que mientras la situación
no varíe hasta tal punto que la información de la prueba de ADN sea inequívoca y ofrezca
certeza absoluta, puede recurrirse a otras pruebas para formar la convicción del juzgador,
interpretación que resulta acorde con la finalidad de la ley y que sirve para armonizar sus
distintas disposiciones.

'Así, no puede afirmarse válidamente que el legislador optó por un regreso a la tarifa legal de
pruebas para imponerle al juez certeza legal en lugar de la certeza judicial, como tampoco
resulta de recibo concluir que se le impide al juzgador apreciar la prueba científica que se ha
aludido con exclusión de las demás pues, al contrario, si esa prueba avanzada y de alto valor
científico llega a establecer tan solo un alto “porcentaje de certeza” que constituye “índice de
probabilidad” que incluso podría ser muy cercano al ciento por ciento, la práctica y la
valoración de otros medios de prueba permiten una recta administración de justicia que no
resulta violatoria del debido proceso ni en desmedro de la autonomía judicial.'

ARTÍCULO 4o. Del resultado del examen con marcadores genéticos de ADN se correrá
traslado a las partes por tres (3) días, las cuales podrán solicitar dentro de este término la
aclaración, modificación u objeción conforme lo establece el artículo 238 del Código de
Procedimiento Civil.

<Aparte tachado INEXEQUIBLE. Inciso CONDICIONALMENTE exequible> La persona que
solicite nuevamente la práctica de la prueba deberá asumir los costos; en caso de no asumirlo no
se decretará la prueba.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-808-02 de 3 de octubre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime
Araújo Rentería, la Corte Constitucional  declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-807-
02.

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-807-02 de  3 de octubre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. El resto
del inciso se declara EXEQUIBLE 'en el entendido de que para la práctica de la prueba el
interesado debe suministrar lo necesario dentro del término que señale el juez, conforme a lo
previsto en la parte pertinente del artículo 236 del Código de Procedimiento Civil'.

ARTÍCULO 5o. En caso de adulteración o manipulación del resultado de la prueba, quienes
participen se harán acreedores a las sanciones penales correspondientes.



ARTÍCULO 6o. En los procesos a que hace referencia la presente ley, el costo total del
examen será sufragado por el Estado, solo cuando se trate de personas a quienes se les haya
concedido el amparo de pobreza. En los demás casos correrá por cuenta de quien solicite la
prueba.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-808-02 de 3 de octubre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional mediante reglamentación determinará la entidad que
asumirá los costos.

PARÁGRAFO 2o. La manifestación bajo la gravedad de juramento, será suficiente para que se
admita el amparo de pobreza.

PARÁGRAFO 3o. Cuando mediante sentencia se establezca la paternidad o maternidad en los
procesos de que trata esta ley, el juez en la misma sentencia que prestará mérito ejecutivo
dispondrá la obligación para quien haya sido encontrado padre o madre, de reembolsar los gastos
en que hubiere incurrido la entidad determinada por el Gobierno Nacional para asumir los costos
de la prueba correspondiente.

PARÁGRAFO 4o. La disposición contenida en el parágrafo anterior se aplicará sin perjuicio de
las obligaciones surgidas del reconocimiento judicial de la paternidad o la maternidad a favor de
menores de edad.

ARTÍCULO 7o. <Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012.
Rige a partir del 1o. de enero de 2014. En los términos del numeral 6) del artículo 627, ver en
Legislación Anterior el texto vigente hasta esta fecha>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la
cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. La derogatoria rige a partir del 1o. de enero
de 2014, en los términos del numeral 6) del artículo 627.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 721 de 2001:

ARTÍCULO 7. El artículo 11 de la Ley 75 de 1968, quedará así:

En todos los juicios de filiación de paternidad o maternidad conocerá el juez competente del
domicilio del menor, mediante un procedimiento especial preferente.

ARTÍCULO 8o. <Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012.
Rige a partir del 1o. de enero de 2014. En los términos del numeral 6) del artículo 627, ver en



Legislación Anterior el texto vigente hasta esta fecha>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la
cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. La derogatoria rige a partir del 1o. de enero
de 2014, en los términos del numeral 6) del artículo 627.

- Incisos 1o. y 2o. y parágrafo 3o. derogados por el artículo 44 de la Ley 1395 de 2010,
publicada en el Diario Oficial No. 47.768 de 12 de julio de 2010.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso 2o. declarado EXEQUIBLE, en los términos expuestos en el numeral 5 de la parte
motiva de la sentencia, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-476-05 de 10 de
mayo de 2005, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra.

- Parágrafo 1o. declarado EXEQUIBLE, en los términos de la parte motiva de esta sentencia,
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-808-02 de 3 de octubre de 2002,
Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Expone la Corte en la parte motiva:

'En cuanto hace al parágrafo 1º del artículo 8º esta Sala comparte las razones expuestas por el
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar al señalar que, de ninguna manera el legislador
está negando que se acuda a otras pruebas para fallar, lo que está reiterando es que en caso de
renuencia de las personas a quienes se les debe practicar el examen (prueba de ADN), el juez
debe acudir a los otros medios de prueba que le permitirán fallar, ya sea decretándolos de
oficio o a petición de parte (art. 3º de la Ley 721/01).

No quiere decir el precepto acusado que una vez utilizados por el juez los mecanismos
compulsivos, sin obtener la comparecencia a la práctica de la prueba, deba proceder de plano
a fallar, sino que debe remitirse a dar aplicación al artículo 3º de la ley que le permite
decretar y practicar otros medios de prueba con el fin de establecer la verdadera filiación del
actor o demandante, lo que en últimas le permitirá fallar de fondo las pretensiones
demandadas. Por lo tanto, debe acudirse a la interpretación sistemática, integrando las
normas de la ley acusada a fin de armonizar el parágrafo 1º del artículo 8º con el artículo 3º
ibídem.

Bajo esta comprensión, la renuencia de los interesados a la práctica de la prueba sólo se
puede tomar como indicio en contra, pero jamás como prueba suficiente o excluyente para
declarar sin más la paternidad o maternidad que se les imputa a ellos.  Es decir, acatando el
principio de la necesidad de la prueba el juez deberá acopiar todos los medios de convicción
posibles, para luego sí, en la hipótesis del parágrafo 1º, tomar la decisión que corresponda
reconociendo el mérito probatorio de cada medio en particular, y de todos en conjunto, en la
esfera del principio de la unidad de la prueba, conforme al cual:

'(...) el conjunto probatorio del  juicio forma una unidad, y que, como tal, debe ser examinado
y apreciado por el juez, para confrontar las diversas pruebas, puntualizar su concordancia o



discordancia y concluir sobre el convencimiento que de ellas globalmente se forme.

Cabe agregar que en un tema tan importante, como el que ahora nos ocupa, la insularidad
probatoria resulta manifiestamente contraria a los propósitos constitucionales que conciernen
al niño y a la familia, donde, lo que se trata de alcanzar es precisamente la certeza sobre
quiénes son los reales padres del menor, en orden a salvaguardar sus derechos fundamentales
en lo tocante al nombre, a tener una familia y al reconocimiento de su personalidad jurídica;
 con la subsiguiente protección de los derechos que de allí se deriven tales como la capacidad
de goce, el estado civil, el domicilio, el patrimonio, etc.  En suma, lejos de intentar hallar 'un
padre a palos', al tenor del parágrafo impugnado debe propiciarse un campo probatorio que
honre tanto los derechos del niño como el debido proceso.  Tal es, pues, la inteligencia con
que se debe apreciar y aplicar el parágrafo 1º del artículo 8 de la ley 721 de 2001. '

- Parágrafo 2o. declarado EXEQUIBLE, en los términos de la parte motiva de esta sentencia,
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-808-02 de 3 de octubre de 2002,
Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Expone la Corte en la parte motiva:

'En relación con el parágrafo 2º del artículo 8º el problema radica en el error de interpretación
en que incurre el actor, ya que del sentido literal del parágrafo se desprende que el juez fallará
de acuerdo con el resultado de la prueba de ADN, lo cual hace suponer que ésta se practicó,
ya con la voluntad del demandado o como consecuencia del ejercicio de los poderes
coercitivos del juez, siendo en todo caso suficientemente claro que 'en firme el resultado' se
producirá la decisión.

El parágrafo 2º implica entonces: (i) que la prueba se practicó y, (ii) que su resultado está en
firme;  pues, o bien no se objetó, o formulada la respectiva objeción ya se resolvió. Con
fundamento en lo anterior el juez falla.

  

Sin lugar a dudas, con fundamento en el resultado de la prueba de ADN la decisión judicial
no puede ser distinta a la señalada en la misma norma, que sólo tiene dos opciones, a saber:
(i) si del resultado de la prueba se concluye la paternidad o maternidad, obviamente el juez
tendrá que declarar probada la existencia de uno de tales vínculos, señalando al padre o
madre verdadero; (ii) por el contrario, si del resultado de la prueba se determina que el
demandado no es el padre o madre, o que el índice de probabilidad de la prueba no arroja el
99.9% de certeza, por fuerza deberá absolverse al demandado (a).    

De acuerdo con las anteriores consideraciones no prospera el cargo formulado, debiendo
declararse la exequibilidad de los parágrafos acusados por no contravenir las normas
constitucionales cotejadas.'

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 721 de 2001:

ARTÍCULO 8. El artículo 14 de la Ley 75 de 1968, quedará así:

<Inciso derogado por el artículo 44 de la Ley 1395 de 2010> Presentada la demanda por la
persona que tenga derecho a hacerlo se le notificará personalmente al demandado o
demandada quien dispone de ocho (8) días hábiles para contestarla. Debe advertirse en la
notificación sobre los efectos de la renuencia a comparecer a la práctica de esta prueba.

<Inciso derogado por el artículo 44 de la Ley 1395 de 2010> <Inciso
CONDICIONALMENTE exequible> Con el auto admisorio de la demanda el juez del
conocimiento ordenará la práctica de la prueba y con el resultado en firme se procede a dictar
sentencia.

PARÁGRAFO 1o. En caso de renuencia de los interesados a la práctica de la prueba, el juez
del conocimiento hará uso de todos los mecanismos contemplados por la ley para asegurar la
comparecencia de las personas a las que se les debe realizar la prueba. Agotados todos estos
mecanismos, si persiste la renuencia, el juez del conocimiento de oficio y sin más trámites
mediante sentencia procederá a declarar la paternidad o maternidad que se le imputa.

PARÁGRAFO 2o. En firme el resultado, si la prueba demuestra la paternidad o maternidad
el juez procederá a decretarla, en caso contrario se absolverá al demandado o demandada.

PARÁGRAFO 3o. <Parágrafo derogado por el artículo 44 de la Ley 1395 de 2010> Cuando
además de la filiación el juez tenga que tomar las medidas del caso en el mismo proceso
sobre asuntos que sean de su competencia, podrá de oficio decretar las pruebas del caso, para
ser evacuadas en el término de diez (10) días, el expediente quedará a disposición de las
partes por tres (3) días para que presenten el alegato sobre sus pretensiones y argumentos; el
juez pronunciará la sentencia dentro de los cinco (5) días siguientes.

ARTÍCULO 9o. Créase la Comisión de Acreditación y Vigilancia del orden nacional
integrada por:

Un delegado del Ministerio de Salud, un delegado del Ministerio de Justicia y del Derecho, un
delegado del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, un delegado de las Sociedades
Científicas, un delegado del Ministerio Público, un delegado de los laboratorios privados de
genética y un delegado de los laboratorios públicos.

La Comisión de Acreditación y Vigilancia deberá garantizar la eficiencia científica, veracidad y
transparencia de las pruebas con marcadores genéticos de ADN y podrá reglamentar la
realización de ejercicios de control y calidad a nivel nacional en cuyo caso deberá regirse por los
procedimientos establecidos por la Comunidad Científica de Genética Forense a nivel
internacional.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento de esta Comisión así
como las calidades y forma de escogencia de los delegados.

PARÁGRAFO 2o. El delegado de los laboratorios privados de genética debe ser de aquellos
laboratorios que cuenten con el reconocimiento de la Comunidad Genética Forense en el ámbito
internacional.



ARTÍCULO 10. La realización de los esperticios a que se refiere esta ley estará a cargo del
Estado, quien los realizará directamente o a través de laboratorios públicos o privados,
debidamente acreditados y certificados.

PARÁGRAFO 1o. La acreditación y certificación nacional se hará una vez al año a través del
organismo nacional responsable de la acreditación y certificación de laboratorios con sujeción a
los estándares internacionales establecidos para pruebas de paternidad.

PARÁGRAFO 2o. Todos los laboratorios de Genética Forense para la investigación de la
paternidad o maternidad deberán cumplir con los requisitos de laboratorio clínico y con los de
genética forense en lo que se refiere a los controles de calidad, bioseguridad y demás exigencias
que se reglamenten en el proceso de acreditación y certificación.

ARTÍCULO 11. El Gobierno Nacional implementará las medidas necesarias para el
fortalecimiento de los laboratorios de genética para la identificación de la paternidad o
maternidad del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar con calidad altamente calificada, con
investigadores que acrediten calidad científica en la materia, que cumplan los requisitos nacional
e internacionalmente establecidos, y con la tecnología adecuada.

ARTÍCULO 12. El Gobierno Nacional a través del Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar, adelantará una campaña educativa nacional para crear conciencia pública sobre la
importancia y los efectos de la paternidad o maternidad, como un mecanismo que contribuya a
afianzar el derecho que tiene el niño o niña de tener una filiación.

ARTÍCULO 13. Esta ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las
disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

CARLOS GARCÍA ORJUELA.

El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),

LUIS FRANCISCO BOADA GÓMEZ.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

GUILLERMO GAVIRIA ZAPATA.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D. C., a 24 de diciembre de 2001.

ANDRES PASTRANA ARANGO



El Ministro de Justicia y del Derecho,

RÓMULO GONZÁLEZ TRUJILLO.

El Ministro de Salud,

GABRIEL ERNESTO RIVEROS DUEÑAS.
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